LEY  DE  HACIENDA  MUNICIPAL

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

Decreto:   19453
CIUDADANOS  DIPUTADOS:


A las Comisiones Conjuntas de Hacienda y Presupuestos y de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, les fueron turnadas para su estudio y dictamen las observaciones al Decreto No. 19449, presentadas por el titular del Poder Ejecutivo, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1°, 2°, 3°, 19 fracciones I y II, 20, 21, 22 fracciones I y II, 27, 28, 30 fracción XXXIV y 31 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, mismas que fueron turnadas por el pleno a las mencionadas comisiones en fecha 15 de enero del 2002, por lo que:

CONSIDERANDO
I.-
Que corresponde a las Comisiones de Hacienda y Presupuestos y de Estudios Legislativos Puntos Constitucionales y Reglamentos el conocimiento del presente asunto, por ser las comisiones dictaminadoras del decreto al que se hicieron observaciones, además de ser las facultadas por los artículos 32, fracción II y 34 fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco. 

II.-
Que en fecha 20 de Diciembre, el Congreso del Estado de Jalisco, aprobó de forma unánime el decreto No. 19449, por el cual se reforman diversos artículos de la Ley de Contabilidad y Gasto Público, Ley Electoral, Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, Ley de Hacienda Municipal y del Gobierno y la Administración Pública Municipal, todos de esta Entidad Federativa. 

A fin de perfeccionar el proceso legislativo en los términos del artículo 32, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, el Congreso del Estado remitió en fecha 20 de diciembre del 2001, el decreto referido para su promulgación.

En este sentido, el Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, remitió observaciones al decreto señalado, a efecto de que se le de un nuevo estudio y discusión atendiendo a las observaciones señaladas.

III.-
Por lo anterior las comisiones dictaminadoras atendiendo a las observaciones del ejecutivo y por auto control legislativo, nos dimos a la tarea de revisar de nuevo el decreto, encontrando infundadas las observaciones del Ejecutivo, de acuerdo a lo siguiente:
En el único punto sujeto a observación por el Titular del Ejecutivo, que se resume en que la creación del Comité Técnico de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, resulta ser una autoridad intermedia entre los Ayuntamientos y el Gobierno del Estado, debe destacarse principalmente, que no se configura tal autoridad intermedia y es posible aseverarlo y comprobarlo con las características propias de esa figura que deviene de la realidad histórica del desarrollo municipal, como atinadamente señala el Ejecutivo en su escrito de observaciones, es decir de los jefes políticos y prefectos, respecto a los cuales encontramos grandes diferencias con la figura que ahora nos ocupa, entre las que destacamos las siguientes:
Los jefes políticos, de acuerdo con el Tratado de Derecho Constitucional de Arteaga Nava, tenían entre otras facultades y obligaciones, las de nombrar, controlar y remover a los Presidentes Municipales, presidir los actos públicos a que asistían y otras, lo cual resulta por demás lejano a la facultad única del Comité de Evaluación Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, que es la de emitir recomendaciones fundadas objetivamente respecto al sueldo que devengarán los funcionarios y servidores públicos, recomendaciones que por cierto no son vinculativas.

En este sentido y para ilustrar sobre el alcance de tales recomendaciones, podemos equipararlas a manera de ejemplo con las recomendaciones emitidas por la Comisión Estatal de Derechos Humanos, que no tienen la posibilidad de ejecución o imposición por el organismo emisor.

Cabe señalar, que efectivamente las controversias de carácter jurídico o político que han surgido en torno a entes públicos o privados que se relacionan con los municipios y que se han tachado de violatorios al párrafo primero del artículo 115, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, son muchas, pero eso ha traído como consecuencia directa que la figura de la autoridad intermedia prohibida por la Constitución, ya ha sido perfectamente identificada por la Jurisprudencia de la Suprema Corte  de Justicia de la Nación, misma que ha sido prolija en la expedición de estas interpretaciones, las que pueden guiarnos a la posible expedición y creación de estos comités sujetándonos y respetando los límites jurídicos ya señalados.


Un ejemplo de lo anterior, es la jurisprudencia citada por el propio titular del Ejecutivo, a foja 16, que textualmente señala:

“AUTORIDADES INTERMEDIAS. NO TIENEN ESE CARÁCTER LOS GRUPOS ORGANIZADOS QUE PREVE EL ARTICULO 15 DE LA LEY PARA EL FEDERALISMO HACENDARIO DEL ESTADO DE PUEBLA.  De conformidad con el artículo 15 de la Ley para el Federalismo Hacendario del Estado de Puebla, en la coordinación de acciones de planeación del desarrollo, el Estado tomará en cuenta la participación de los órganos de planeación y otros grupos organizados, entendiéndose como tales principalmente a las organizaciones representativas de obreros, campesinos, grupos populares, instituciones académicas y de investigación, organismos empresariales y otras agrupaciones sociales, considerados órganos de consulta.  De esta disposición se desprende que los referidos grupos organizados constituyen tan sólo órganos de consulta permanente, pero sin reconocerles ninguna facultad de decisión, por lo que no son autoridades intermedias, prohibidas por el artículo 115 fracción I, de la Constitución Federal.
Para abundar en el concepto de autoridad intermedia y para evitar confusiones respecto a si el Comité propuesto es o no una autoridad intermedia, citamos el siguiente criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que textualmente señala:

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. AUTORIDAD INTERMEDIA PROHIBIDA EN EL ARTICULO 115, FRACCION I, DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. CARACTERISTICAS GENERALES QUE LA IDENTIFICAN.-  El constituyente de 1917 impuso la prohibición de autoridad intermedia a que se refiere la fracción I, del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en atención a situaciones de hecho, según informa la historia –interpretación histórica- en virtud de las cuales, se creaban por debajo de los Gobiernos Estatales, personas conocidas como “jefes políticos” que detentaban un poder real y de hecho reconocido por el Gobernador, en virtud del cual se cumplían las órdenes de éste y servía para que la autoridad tuviera medios inmediatos de acción y centralización.  Tomando en consideración lo anterior, debe establecerse que una autoridad, ente, órgano, o persona de que se trate, no debe tener facultades o atribuciones que le permitan actuar de manera independiente, unilateral y con decisión, que no sea resultado o provenga de manera directa de los acuerdos o decisiones tomadas por los diferentes niveles de Gobierno dentro del ámbito de sus respectivas facultades, a efecto de impedir que la conducta de aquellos se traduzca en actos o hechos que interrumpan u obstaculicen la comunicación directa entre el Gobierno Estatal y el Municipio.  –y luego dice-  o que impliquen sustitución o arrogación de sus facultades.”

Estas jurisprudencias reflejan el espíritu de la propuesta, ya que precisamente estamos tratando de un órgano de consulta y estudio previo, cuyas recomendaciones no pueden ser impuestas en forma y obligatoria o coactiva, cuyas características no coinciden con las propias de la autoridad intermedia prohibida por la Constitución Federal y aún más en el caso de no ser acatadas tales recomendaciones, no se contempla una sanción específica. 

En este último punto cabe abundar, toda vez que el Titular del Ejecutivo señala respecto al decreto que se estudia:

“Dichas disposiciones son contrarias a la disposición constitucional en cita, por las mismas razones dadas anteriormente, toda vez que al integrarse el Comité de Valoración Salarial se le otorgan facultades de tal manera que afectan la esfera de competencia de los Ayuntamientos, pues supeditan sus facultades presupuestarias a las decisiones de dicho comité, pues aún cuando se denominen recomendaciones a sus actos, materialmente consisten en órdenes o resoluciones definitivas y directas que deben ser atendidas por las autoridades, pues de lo contrario, es decir, de no atenderse esas recomendaciones, se estaría incurriendo en el supuesto legal de responsabilidad política a que se refiere el último párrafo del  artículo 46 del proyecto de reformas a la Ley para los Servidores Públicos, en relación con el artículo 7°., fracción V, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco”.

Respecto a lo anterior debe precisarse lo siguiente: el artículo 46 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, señala los presupuestos legales que responden a diferentes aspectos como se detalla a continuación:

1.-  De conformidad con el primer párrafo del artículo 46, el sueldo de los servidores públicos será acorde a las funciones y responsabilidades de sus cargos y se fijará en base a los presupuestos de egresos respectivos, “tomando en cuenta las recomendaciones del Comité Técnico de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, de acuerdo a la capacidad económica de la entidad pública, sin que puedan ser disminuidos y de conformidad con las disposiciones legales aplicables en la materia. 

En este punto resaltamos que el primer paso de este proceso, es el estudio realizado por el Comité, que finaliza con la emisión de una recomendación, el segundo paso, corresponde al procedimiento mismo de la presupuestación, donde se fijarán los montos de los sueldos de los servidores públicos, tomando como referente no vinculativo la recomendación del Comité, hasta aquí el alcance del primer párrafo.

Ahora bien los párrafos segundo y tercero que establecen que:

Los servidores públicos no podrán percibir por sus servicios ningún tipo de pago, prestación, compensación o bono alguno que no esté expresamente asignado en el presupuesto de egresos correspondiente.

La violación a lo dispuesto por el presente artículo, será sancionada de conformidad con la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco.

De estos párrafos se desprende una segunda interpretación, es decir a vez aprobado el presupuesto que contiene autorizados los montos de los sueldos y prestaciones que percibirán los servidores públicos durante el año fiscal, se autoriza una prestación diversa por concepto de pago, prestación compensación, bono o cualquier otro no contemplado específicamente en el presupuesto, entonces se incurre en una causal de responsabilidad susceptible de ser sancionada en los términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

Como puede observarse, en este segundo supuesto no interviene para nada el Comité Técnico de Valoración Salarial y por otro lado es una medida que evita la discrecionalidad en el otorgamiento de bonos y compensaciones destinados a los Servidores Públicos, ya que obliga a las entidades y dependencias a contemplarlos al momento de la presupuestación aclarando los criterios para su otorgamiento desde el momento de su autorización, respetando y reconociendo el legítimo derecho de los servidores públicos a un reconocimiento a su labor, reflejado cuando corresponda en gratificaciones especiales, sin que éstas dejen el sentimiento en la ciudadanía de que responden a repartos injustificados o más aún ilegales.

Cabe rescatar el sentido y la finalidad de este decreto, que es el otorgar a la sociedad en general la seguridad de que el manejo de la Hacienda Pública Estatal y Municipal, está sujeto a una adecuada regulación, que impide la discrecionalidad, estableciendo que en todo caso los sueldos, compensaciones y bonos que se otorguen a los servidores públicos, responderán en medida de lo posible a criterios de productividad y eficiencia que deben verse reflejados en bienestar para los habitantes del Estado.

IV.- 
 En este sentido, el criterio de las Comisiones dictaminadoras, es que debe permanecer el decreto en todos sus alcances y sin modificaciones, por lo que en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 33 de la Constitución Local, en sus párrafos cuarto y sexto, se somete al Pleno del Congreso del Estado, para que con la votación de los dos tercios del número total de sus miembros presentes, se ratifique y se remita al Titular del Ejecutivo, para que en un término que no exceda de ocho días, contados a partir de la fecha en que lo haya recibido nuevamente, sea publicado.

Por lo anteriormente expuesto fundado y motivado, y en los términos de los artículos 32, 33 y 114 de la Constitución Política, así como los artículos 94 y 95 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, las Comisiones de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos y de Hacienda y Presupuestos, sometemos a la elevada consideración del pleno  el siguiente proyecto de:  DECRETO  QUE RATIFICA EN LO GENERAL Y EN LO PARTICULAR EL DECRETO 19449.
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